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Desarrollo urbano y movilización del suelo ocioso. 
Oportunidades y desafíos para la planificación de las ciudades 
del país.**

I. Suelo ocioso y ciudad

La forma en que se desarrollan nuestras ciu-
dades condiciona fuertemente la inclusión social, 
la integración territorial, la sostenibilidad am-
biental, la economía urbana y las finanzas pú-
blicas. Los patrones de crecimiento urbano y de 
ocupación del suelo ponen de manifiesto cómo 
los sectores de nuestra sociedad aprovechan y ac-
ceden diferencialmente a los servicios urbanos, 
la infraestructura pública, los equipamientos co-
lectivos, el espacio verde y a los variados tipos 
de movilidad y transporte. Para superar miradas 
reduccionistas acerca de la desigualdad y poder 
así enriquecer el diseño de políticas que promue-
van la inclusión social, es fundamental reconocer 
el carácter territorial de estos atributos urbanos 
que son indispensables para consagrar derechos 
básicos de la población. Asimismo, los procesos 
de desarrollo urbano plantean condiciones dife-
renciales en cuanto al aprovechamiento de la in-
fraestructura y los servicios, el uso de la energía, 
la gestión del ambiente y el financiamiento de los 
servicios urbanos.
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Pero ¿cuáles fueron las tendencias recien-
tes y predominantes del desarrollo urbano en 
nuestro país durante los últimos años? ¿Qué 
tipo de problemas territoriales y desafíos de 
planificación se plantearon para la construcción 
de ciudades más inclusivas, integradas y sosteni-
bles? A continuación se plantean siete paradojas 
para atender estas inquietudes:

a.	 Las ciudades se expandieron hacia la pe-
riferia a un ritmo que no se correspondió 
con el crecimiento de la población y de 
los hogares.

b.	 El crecimiento de las áreas periféricas no 
se tradujo en un aumento proporcional 
de la oferta efectiva de suelo; es decir, 
solo una parte del stock físico de tierra 
urbana que se incorporó a la ciudad se 
volcó al mercado.

c.	 Este proceso de expansión urbana coexis-
tió con niveles crecientes e inéditos de 
suelo y vivienda ociosos al interior de la 
ciudad consolidada.

d.	El aumento de la vivienda ociosa se dio 
en simultáneo con una fuerte dinámica 
del desarrollo inmobiliario y la vivienda 
de interés social; es decir, creció el uso 
vacante de la propiedad inmobiliaria en 
paralelo a la expansión del stock físico de 
vivienda.

e.	 A pesar de esta dinámica del desarrollo 
inmobiliario, aumentaron las restriccio-
nes de acceso formal a la vivienda.

f.	 También aumentaron las soluciones ha-
bitacionales a través de numerosos pro-
gramas estatales de vivienda; sin embar-
go, empeoraron las condiciones de acceso 
formal a la vivienda.

g.	 Se avanzó e innovó en diversas prácticas 
e iniciativas públicas de planificación te-
rritorial; no obstante, permanecieron las 
dificultades para regular la ocupación del 

suelo, contener la expansión urbana, dis-
minuir los niveles de ociosidad del suelo 
y concretar los usos de los suelos estable-
cidos en la normativa urbana.

Estos fenómenos de tintes paradójicos com-
parten algunas causas que los explican y ori-
ginan. La falta de implementación de políticas 
adecuadas de gestión de suelo es, sin lugar a 
dudas, una de las principales. En el marco de 
tales políticas existen instrumentos y procedi-
mientos que pueden a) desalentar los procesos 
de especulación inmobiliaria, b) resolver esta-
dos de incertidumbre o conflicto dominial y c) 
revertir situaciones de desuso, subutilización o 
desaprovechamiento del suelo bien localizado, 
esto es, con buen acceso, servicios e infraestruc-
tura urbana. Se trata, en suma, de llevar a cabo 
una gestión urbana que coloque en su agenda 
de prioridades los instrumentos, acciones y pro-
cedimientos tendientes a la movilización del 
suelo ocioso.

Es fundamental comprender y explicar cómo 
las iniciativas que tienden a movilizar el suelo 
que presenta algún estado de ociosidad1 per-
miten avanzar hacia resultados concretos en la 
planificación del territorio, superando así el lis-
tado de buenas intenciones que suelen agrupar 
los lineamientos y propuestas de los planes di-
rectores, planes urbanos ambientales, planes de 
ordenamiento territorial, plan de usos del suelo, 
etc. La movilización del suelo ocioso es, pues, 
un prerrequisito para la concreción de usos del 
suelo en áreas con vacíos urbanos, lotes vacantes 
y diferentes tipos de inmuebles improductivos o 

1- La ociosidad del suelo es un concepto amplio, polisémico 
y ha sido empleado para describir diferentes situaciones. En 
este texto, la ociosidad abarca lotes baldíos, fracciones de 
tierra vacantes y parcelas urbanas que, aun encontrándose 
edificadas, están siendo subutilizadas. De este modo, el suelo 
urbano ocioso refiere a toda parcela o predio que no cumple 
con el uso efectivo que establece la normativa urbana o para 
el cual fue habilitado de acuerdo con su localización.
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en desuso. Asimismo, el conjunto de instrumen-
tos, iniciativas y procedimientos que mitigan la 
ociosidad del suelo no presionan, a diferencia 
de la inversión en obra pública, sobre el presu-
puesto y las finanzas del Estado. Pero quizás la 
principal virtud de revertir los niveles actuales 
de ociosidad del suelo sea la de ampliar la oferta 
inmobiliaria, especialmente en áreas ya consolida-
das de la ciudad, es decir, en áreas urbanizadas en 
las que, debido al desuso o subutilización del sue-
lo, se está desaprovechando la cobertura existente 
de servicios e infraestructura urbana. El aumento 
del stock de oferta de inmuebles es también una 
de las principales herramientas para atacar uno 
de los principales “males de la época” respecto del 
acceso a la vivienda: el alza desproporcionada de 
precios del suelo (Baer, 2015).

En relación con la regulación de precios del 
suelo, las estrategias de movilización de inmue-
bles ociosos también tienden a desalentar las 
prácticas de especulación que contraen la oferta 
efectiva de inmuebles en el mercado. La reti-
cencia a la venta o alquiler de inmuebles suele 
originarse cuando los precios se deprimen, pero 
también cuando están en pleno crecimiento.

En el segundo caso, se genera una suerte 
de “profecía autocumplida” debido a que la no 
colocación (o el retiro) de inmuebles en el mer-
cado refuerza la escasez y contribuye al alza de 
precios. De este modo, el achicamiento de la dis-
ponibilidad efectiva de inmuebles que se genera 
por las prácticas de retención y mantenimien-
to vacante de la propiedad puede ser causa y, 
a la vez, consecuencia de la mayor intensidad 
que suele presentar el aumento de precios del 
suelo en comparación con los precios de los 
demás bienes y servicios de la economía, o en 
comparación con los precios del suelo de otras 
ciudades de similares características. En suma, 
las estrategias de movilización del suelo ocioso 
tienden a achicar la brecha entre la oferta física 

y la oferta económica de suelo urbano y, de este 
modo, mejorar las condiciones de acceso a la vi-
vienda y la ciudad.

Al no castigarse el uso vacante de la propie-
dad, la especulación inmobiliaria crece a lo lar-
go y a lo ancho de la ciudad, y suele hacerlo 
con mayor intensidad en áreas con expectativas 
de cambio de usos del suelo. Este fenómeno es 
especialmente crítico en las áreas periféricas o 
de “borde urbano”; allí los propietarios se ven 
motivados a conservar la tierra en desuso para 
aprovechar la creciente valorización atribuible, 
en lo fundamental, al proceso de urbanización, 
es decir, a la inversión que realiza el Estado en 
infraestructura pública y servicios urbanos. El 
uso vacante de la propiedad en ciertas áreas pe-
riféricas también se explica por las expectativas 
de valorización asociadas a la creciente deman-
da de suelo de la población de ingresos altos y 
medios, sea para uso residencial (por lo gene-
ral, urbanizaciones cerradas), comercial (hiper-
mercados y centros comerciales en sus diversos 
tipos) o de servicios (por ejemplo, cementerios 
privados). Sin embargo, estas preferencias de 
localización no tendrían lugar sin la presencia 
del Estado invirtiendo previamente en infraes-
tructura pública, por ejemplo, en accesos viales.

Cuando se trata de grandes predios o frac-
ciones de tierra, el mantenimiento vacante de la 
propiedad —además de reducir la oferta, pro-
mover el alza de precios y condicionar el acceso 
al suelo— tiene efectos adversos en el desarro-
llo urbano. Al impedir el completamiento par-
celario y edificatorio, la ociosidad de grandes 
porciones de tierra contribuye al crecimiento 
de baja densidad, disperso y discontinuo de 
la ciudad. Se trata de un crecimiento disperso 
que extiende los límites de la “mancha urbana”, 
pero lo hace de manera discontinua (crecimien-
to a “salto de rana”) debido a los vacíos urbanos 
e intersticios de tierra ociosa que se producen 
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en el proceso de expansión. La menor densidad 
registrada en las áreas de expansión urbana se 
debe a las modalidades de consumo de suelo 
que comenzaron a proliferar con las urbaniza-
ciones cerradas desde hace tres décadas en las 
grandes ciudades del país. La ocupación de la 
periferia urbana había sido protagonizada hasta 
entonces por los sectores populares. Esto daba 
origen a un crecimiento urbano más compac-
to, de mayor densidad y con cierta continuidad 
física en el proceso de expansión (crecimiento 
como “mancha de aceite”). Pero esta tendencia 
en la ocupación del suelo ha cambiado y el pro-
ceso de urbanización en las áreas periféricas ya 
no es protagonizado por los sectores populares 
que, desde hace tres décadas, deben competir 
con una demanda inmobiliaria de mayor poder 
adquisitivo. La espera por la inversión en obra 
pública y la demanda inmobiliaria de mayor 
disposición de pago son los principales factores 
que hacen a la contracción de la oferta de suelo 
en la periferia y el alza de precios, expulsa a los 
sectores populares de los mecanismos formales 
de acceso a la vivienda, o bien los desplaza hacia 
la “periferia de la periferia”, lo que genera un 
mayor crecimiento urbano disperso. El aumen-
to de precios del suelo no solo ha sido una difi-
cultad creciente para el acceso residencial de las 
familias, sino también para la implementación 
de diversas políticas públicas de vivienda que 
vieron incrementar sustancialmente los costos y 
la inversión a raíz del constante e intenso incre-
mento de precios del suelo. Esto ha sido espe-
cialmente crítico en la adquisición de tierra que 
tuvieron que llevar a cabo los municipios para 
la construcción de vivienda social en el marco 
de los Programas Federales de Vivienda, así 
como para los adquirientes de la línea de cré-
dito “compra de terreno y construcción” del 
Programa de Crédito Argentino (Pro.Cre.Ar.).

Además de restringir las posibilidades de 

acceso al suelo, el patrón de desarrollo urbano 
caracterizado por la dispersión y discontinuidad 
insume grandes costos de construcción, provi-
sión y mantenimiento de la infraestructura y 
los servicios urbanos. Asimismo, la red de ser-
vicios suele atravesar extensas superficies ociosas 
que interrumpen la trama urbana, incluso en lo-
calizaciones ventajosas y con buenos accesos.

Otro problema por resolver es la creciente 
presión que genera la dispersión urbana sobre 
las áreas agroproductivas. Esto es crítico sobre 
todo en las ciudades oasis del país en las cuales 
el “frente de urbanización” avanza, principal-
mente con usos residenciales, sobre el escaso 
suelo agroproductivo que contienen. Pero tam-
bién afecta al resto de las ciudades al disminuir 
las superficies de suelo destinadas a la agricul-
tura mediana, pequeña y familiar que cumplen 
un rol fundamental en el abastecimiento fruti-
hortícola de los centros urbanos. En la medida 
en que la provisión de estos productos se hace 
desde lugares cada vez más alejados y a precios 
elevados, el avance no controlado de la disper-
sión urbana condiciona también la soberanía y 
seguridad alimentaria. La movilización del sue-
lo urbano ocioso constituye, de este modo, una 
valiosa oportunidad para fomentar estos usos y 
actividades productivas.

El crecimiento urbano disperso también 
afecta a las ciudades de llanura ante las fre-
cuentes precipitaciones torrenciales que pro-
vocan inundaciones y afectan cada vez más a 
personas y áreas urbanas. Este fenómeno se 
ha visto agravado por la ocupación de los hu-
medales y los valles de inundación de los ríos 
por parte de las urbanizaciones cerradas. En 
tal sentido, no solo las grandes extensiones de 
tierra, sino también las localizaciones sobre las 
cuales avanza el frente de urbanización gene-
ran situaciones de riesgo y vulnerabilidad am-
biental por eventos naturales.
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Respecto de la movilidad, el crecimiento dis-
perso y discontinuo de nuestras ciudades ha pro-
piciado mayores distancias de desplazamiento y 
caudal de circulación de bienes y personas. Esto 
ha ido presionando de manera creciente sobre 
el sistema de transporte público que, debido a la 
expansión urbana y al aumento de la distancia de 
los desplazamientos (básicamente, entre los luga-
res de residencia y los lugares de trabajo, consu-
mo, recreación, centros de salud y enseñanza), 
redujo la cobertura territorial del servicio. En 
otros términos, la ciudad creció de manera dis-
persa, pero el transporte público permaneció en 
la “ciudad compacta”. La menor cobertura de la 
red de transporte urbano, entre otras dificulta-
des del sistema de movilidad, ha volcado crecien-
temente a la población al uso del automóvil par-
ticular, lo que generó mayores condiciones para 
la congestión vehicular, el consumo de fuentes 
de energía no renovables y el agravamiento del 
efecto invernadero.

En síntesis, la movilización del suelo ocioso 
constituye una valiosa oportunidad para desan-
dar las siete paradojas mencionadas anterior-
mente y hacer frente a parte de los problemas 
territoriales y los desafíos de planificación más 
acuciantes para conducir el desarrollo urbano 
hacia un modelo de ciudad más inclusivo, inte-
grado y sostenible.

II. Estrategias de movilización del suelo ocioso

Los instrumentos normativos, los procedi-
mientos institucionales y toda iniciativa de ges-
tión que se lleve a cabo para movilizar el suelo 
ocioso requieren, ante todo, de una evaluación 
de los niveles y tipo de ociosidad, así como de las 
estrategias que existen para mitigarla. Lo prime-
ro implica realizar una aproximación y jerarqui-
zación del problema para establecer prioridades; 

lo segundo, un reconocimiento de las condicio-
nes político-institucionales y de  los recursos nor-
mativos al alcance para implementar las estrate-
gias de movilización de suelo. En primer lugar, 
porque un buen diagnóstico es condición sine qua 
non para una buena propuesta de actuación; en 
segundo lugar, porque es un prerrequisito para 
escoger la opción más conveniente en términos 
de costos, simplicidad, factibilidad y eficacia. 
Numerosas autoridades municipales conside-
ran que ciertas iniciativas para movilizar el suelo 
ocioso están fuera de su alcance dadas las potes-
tades y atribuciones que conservan las provincias 
en las cuales se insertan. La imposibilidad de ma-
nejar el impuesto inmobiliario es quizás uno de 
los ejemplos más frecuentes. Sin embargo, con 
frecuencia existen otras opciones fundadas en 
los marcos jurídicos e institucionales que estable-
cen las normas que legislan la gestión urbanís-
tica, ambiental, registral y tributaria de los go-
biernos locales, empezando por la Constitución 
Nacional, las Constituciones provinciales, las le-
yes orgánicas municipales, las leyes tributarias y 
los códigos urbanos.

a. Movilización de inmuebles por saneamiento 
dominial

Una manera de clasificar las estrategias de 
movilización de suelo es justamente a partir 
del tipo de ociosidad que presentan los inmue-
bles. Existe un conjunto de propiedades, por 
cierto bastante numerosas, que se encuentran 
deshabitadas o inmovilizadas porque han sido 
abandonadas, no cuentan con herederos que 
reclamen el bien, o presentan algún problema 
dominial o registral. Los inmuebles ociosos bajo 
este cuadro de situaciones pueden ser moviliza-
dos para su desarrollo o comercialización (ven-
ta o alquiler) mediante una serie de estrategias 
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que denominaremos movilización de inmue-
bles por saneamiento dominial.

Entre estas iniciativas públicas, se encuen-
tran aquellas relacionadas con las denuncias 
masivas de herencias vacantes. Uno de los 
objetivos que persigue esta estrategia es la de 
incorporar al patrimonio inmobiliario fiscal 
aquellos inmuebles de dominio privado que 
no tienen aprovechamiento ni productividad 
alguna. La toma de posesión pública de tales 
inmuebles (parcelas que pueden estar edifica-
das o no) tiene asidero jurídico en los artícu-
los Nº 2441-43 del Código Civil. Asimismo, 
varios códigos urbanos y otra normativa local 
contemplan la figura del abandono calificado 
de alternativa a la incorporación de bienes in-
muebles al patrimonio fiscal local. No obstante, 
este instrumento suele carecer de eficacia por 
la escasez o inexistencia de propietarios que de-
claren formalmente el abandono del inmueble. 
Esta falta de sentido práctico pone de mani-
fiesto que, desde el punto de vista jurídico, se 
considera a los inmuebles en estado de abando-
no cuando existe la voluntad manifiesta de sus 
propietarios de que así sea. Como esta práctica 
voluntaria, desde luego, no se concreta, existe 
una gran cantidad de terrenos y edificaciones 
que, a pesar de permanecer ociosos, podrían 
formar parte del patrimonio inmobiliario mu-
nicipal, ser incorporados a un banco público de 
inmuebles o movilizarse para aumentar el stock 
de la oferta del mercado inmobiliario formal y 
contribuir así a la regulación de los precios de 
los inmuebles.

De todas maneras, esta situación también 
podría revertirse. Al detectar un inmueble en 
desuso y sin poseedores durante un período 
determinado (supóngase, cinco años), la auto-
ridad municipal puede intimar al propietario 
para que exprese su voluntad de abandonarlo 
o no. Si se presenta y manifiesta su voluntad de 

poseer el inmueble, la acción se extingue y, en 
caso de presentar deuda fiscal, el propietario 
deberá pagar lo que corresponda para regu-
larizar su situación. En caso de no acudir a la 
intimación judicial, el bien se declara vacante y 
el Municipio podrá solicitar la incorporación de 
este a su patrimonio (mediante ley), o adquirir-
lo en subasta y deducir eventuales deudas por 
impago de tasas y multas acumuladas por falta 
de mantenimiento. De este modo, la acción de-
clarativa de vacancia (Carballo, 2015) permite 
despejar un estado de incertidumbre respecto 
de la existencia de eventuales propietarios de 
inmuebles con signos evidentes de abandono.2

La ociosidad del suelo también alcanza a los 
inmuebles públicos de dominio privado y, en 
varios casos, los respectivos gobiernos locales no 
disponen de un cabal registro de los inmuebles 
que están bajo su propiedad. Por tal motivo, 
es imperioso realizar un censo del patrimonio 
inmobiliario fiscal. Una vez identificado y cla-
sificado este universo, resulta también impres-
cindible proceder al saneamiento integral de 
los inmuebles fiscales carentes de titulación. Se 
sugiere así registrar a nombre del municipio 
todos los inmuebles pertenecientes al domi-
nio privado del Estado local, tanto para el uso 
público (por ejemplo, reservas de tierra para 
equipamiento comunitario), como para el uso 
privado (por ejemplo, reservas de tierra para 
políticas de suelo y vivienda). Se trata de una 
acción preventiva que permite erradicar la his-
tórica y extendida práctica de poseedores infor-
males de inmuebles que, con el correr del tiem-
po y a través del proceso de usucapión, derivan 
en la pérdida del patrimonio fiscal en manos 

2- En este caso, el estado de abandono se asemejaría a lo que 
Paolinelli y Guevara (2015) consideran bienes inmuebles 
que carecen de dueño porque nadie los reclama, los 
habita ni los cuida, lo que impide el correcto desarrollo y 
entramado de la ciudad.



artículos

PÁG. 73 / SEPTIEMBRE 2016

de particulares. En algunas jurisdicciones mu-
nicipales, la omisión administrativa del acto re-
gistral ha redundado incluso en la pérdida de 
inmuebles de dominio público, como las plazas 
y los espacios previstos para la circulación.

La debida documentación e inscripción de la 
propiedad inmueble vale también para aquellos 
bienes que se adquieran por parte de cualquier 
nivel de gobierno por medio de la prescripción 
administrativa (LN Nº 24320 y art. 1899 del 
Código Civil). En tal caso, la autoridad ejecu-
tiva deberá declarar la prescripción operada y 
registrar el inmueble de acuerdo con el origen 
de su posesión, el destino de su afectación y los 
requerimientos del plano de mensura (ubica-
ción, medidas y linderos). La escrituración de 
tales inmuebles no requiere de intermediación 
judicial alguna; por el contrario, las escrituras 
declarativas deberán ser otorgadas por la au-
toridad ejecutiva correspondiente y tendrán 
validez para su inscripción en el Registro de la 
Propiedad Inmueble.

El traspaso de tierras a los ámbitos locales 
constituye otra iniciativa valiosa para la movili-
zación de suelo ocioso. En efecto, la administra-
ción nacional puede disponer la transferencia a 
título gratuito a favor de otros niveles de gobier-
no de aquellos bienes inmuebles que sean in-
necesarios para el cumplimiento de su gestión, 
siempre y cuando la propiedad por transferirse 
sea destinada al desarrollo de emprendimientos 
productivos generados o administrados por co-
munas, municipios, provincias (LN Nº 24146). 
De manera complementaria a esta norma, la 
Jefatura de Gabinete de Ministros ha facultado 
en 2009 (Disposición Nº 20/09) que la entonces 
Comisión Nacional de Tierras para el Hábitat 
Social Padre Carlos Mugica deberá proceder a 
la identificación y transferencia de inmuebles de 
dominio privado del Estado Nacional que pu-
dieran ser afectados a fines sociales, productivos 

o contribuyan al mejoramiento habitacional de 
los sectores vulnerables (INTA, 2012).

La regularización dominial a poseedores 
particulares también favorece la movilización 
de suelo, aunque no ocioso, en la medida que 
incorpora algunos inmuebles al mercado inmo-
biliario, expandiendo así la oferta formal de sue-
lo y vivienda. De este modo, la titulación suele 
contribuir al arraigo y la seguridad de la tenen-
cia de la propiedad de numerosas familias con 
derechos posesorios adquiridos y, consecuen-
temente, a la inversión en mejoras edilicias. La 
Ley Nº 24374, conocida como Ley Pierri, y las 
leyes sucesorias Nº 25797 y Nº 26493 establecen 
un régimen de regularización dominial en favor 
de ocupantes que acrediten la posesión pública, 
pacífica y continua durante tres años, con an-
terioridad al 1º de enero de 2009, y su causa 
lícita, de inmuebles urbanos que tengan como 
destino principal el de casa habitación única y 
permanente. Se trata de un plafón normativo 
que posibilita la adhesión de las provincias para 
que avancen en los procesos de regularización 
bajo los requisitos especificados por la ley.

b. Movilización de inmuebles con deuda fiscal

La tipificación de la propiedad en abandono se 
establece en algunas administraciones locales en 
relación con la falta de pago de los tributos que 
recaen sobre la propiedad, tales como el impues-
to inmobiliario o las tasas por servicios urbanos. 
En estos casos, el abandono queda subordinado 
al interés fiscal del municipio o de la provincia. 
Se considera así el estado de abandono cuando, 
habiendo transcurrido un tiempo determinado, 
la propiedad registra falta de pago de los compro-
misos impositivos y las obligaciones sanitarias,3 y 

3- El mantenimiento de la propiedad libre de malezas, 
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cuando no existe signo indicativo de voluntad de 
posesión a título de dueño. Ahora bien, las admi-
nistraciones municipales están obligadas a iniciar 
los actos administrativos correspondientes para 
litigar ante la Justicia contra los deudores por 
impago de sus obligaciones fiscales; es decir, los 
gobiernos locales tienen el mandato imperativo 
de accionar ante la autoridad judicial por accio-
nes u omisiones que perjudiquen al fisco. En tal 
sentido, el procedimiento judicial de apremio es 
un mecanismo que debe activarse inmediatamen-
te después del dictado de un acto administrativo 
que fija obligaciones por incumplimiento ante el 
Estado, como lo es en el caso del pago de tributos. 
De este modo, se toma una medida efectiva para 
poner en autos a “olvidadizos”, avanzar en la im-
posición de multas ante el impago de gravámenes 
sobre la propiedad y, de permanecer la conducta 
evasiva de pago, instar a la subasta pública de in-
muebles (previo proceso judicial), o bien iniciar el 
embargo del patrimonio de los morosos renuen-
tes a regularizar su situación.

Además de contribuir a la movilización del 
suelo ocioso, la institucionalización del proce-
dimiento de apremio tiende a desalentar las 
prácticas de especulación con suelo y a consti-
tuirse en una herramienta complementaria al 
desarrollo de planes, acciones y programas ten-
dientes a la concreción de usos del suelo. Vale 
recordar, asimismo, que los municipios suelen 
estar facultados por los respectivos códigos tri-
butarios para accionar sobre el universo de bie-
nes que se encuentren inmovilizados, presenten 
deuda fiscal y estén obstruyendo los objetivos 
de desarrollo de planificación urbana y rural.

basura, residuos y de cualquier materia que implique riesgo 
o peligro para la salud o seguridad pública es obligatorio, 
independientemente de si se encuentra abandonada, 
improductiva o con una construcción paralizada.

c. Movilización de inmuebles vacantes

Independientemente de su situación fiscal 
o dominial, las áreas urbanas o inmuebles que 
se encuentran vacantes, improductivos o estén 
siendo subutilizados podrían ser movilizados 
mediante la declaración de utilización o desa-
rrollo prioritario. El uso de este instrumento 
suele implementarse en determinados polígo-
nos de la ciudad y tiene como objeto revertir la 
situación de vacancia de parcelas no edificadas, 
fomentar el desarrollo de edificaciones parali-
zadas o derruidas, impulsar la reorganización 
parcelaria o promover la concreción de deter-
minados usos del suelo, pudiendo el municipio 
establecer plazos para urbanizar o edificar. La 
declaración del desarrollo prioritario podría 
contribuir a revertir la ociosidad crítica que pre-
sentan ciertas localizaciones sumamente venta-
josas de la ciudad en términos de accesibilidad, 
movilidad y servicios públicos.

No obstante, para lograr una mayor efica-
cia debe complementarse el uso de este instru-
mento con la aplicación de alguna herramien-
ta fiscal que grave específicamente la ociosidad 
del inmueble. En tal sentido, una de las figu-
ras más extendidas en el país es el impuesto al 
suelo libre de mejoras. Como la mayoría de 
los municipios no tienen potestad sobre la fi-
jación del impuesto inmobiliario pueden recu-
rrir a la imposición de una alícuota progresiva 
a la vacancia sobre la tasa de servicios urba-
nos. Esta sanción a la propiedad vacante de-
bería ser progresiva en el tiempo por un plazo 
determinado y, en caso de que la obligación 
de parcelar, edificar o utilizar no sea cumpli-
da, los gobiernos locales podrían declararla de 
utilidad pública y proceder a la expropiación 
del inmueble de acuerdo con el valor indemni-
zatorio que corresponda.
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Esta batería articulada de instrumentos de 
movilización de inmuebles vacantes suele es-
tar presente en la legislación de diferentes ni-
veles de gobierno en numerosos países. En la 
Argentina, el Proyecto de Ley de Usos del Suelo 
y Hábitat de la Provincia de Santa Fe, que llegó 
a tener media sanción parlamentaria, contenía 
estas herramientas para revertir el problema de 
la vacancia. De haberse sancionado, su eficacia 
podría haberse visto limitada por la desactua-
lización que presentan los valores fiscales res-
pecto de los valores de mercado de las propie-
dades. Es decir, la amplia brecha entre ambos 
valores determina que la progresividad tempo-
ral de la alícuota sobre los inmuebles vacantes 
no surta efecto a raíz de la desactualización del 
avalúo fiscal que oficia de base imponible. Otro 
problema para movilizar los inmuebles vacan-
tes corresponde a la ausencia o lentitud en los 
procesos de judicialización ante la falta de pago 
de tributos, multas y contravenciones. Estas 
dificultades también relativizan la efectividad 
respecto del castigo y la sanción ante la evasión 
tributaria y demás obligaciones contenidas en el 
ejercicio de la propiedad.
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